Democracia y buen gobierno. Participación ciudadana e innovación política. La gestión de proximidad.

Declaración, 10 de marzo 2006

La Declaración de La Laguna de 2004 partía de la reivindicación del concepto de ciudadanos globales y enfatizaba la respuesta al desafío que representan los millones de personas que por el hecho de migrar de un país a otro se ven despojados de la condición de ciudadanos. Es decir se les niega lo que es inherente a la ciudadanía, la igualdad en tanto que sujetos de derechos y deberes respecto al conjunto de habitantes del territorio al que han llegado y en el que residen.  

En esta Declaración partimos de la reivindicación de la ciudadanía “local”, o ciudadanía de residencia, la vinculada al territorio concreto en el que se vive, un ámbito no solo de convivencia, también de gobernabilidad. Es el ámbito donde se ejercen en la práctica los derechos y los deberes ciudadanos, en el cual se es reconocido por los “otros”, en el que se gestionan las políticas públicas que hacen efectivos los derechos, en el que la participación política es más accesible. Es también el ámbito donde la discriminación y la exclusión es más visible, en el que se expresan las desigualdades sociales y las contradicciones no solo locales, también las que se derivan de los procesos globalizadores. 

La ciudadanía “local” es la otra cara de la “global”, es el lugar donde se concretan y materializan los valores universales, las cartas de derechos humanos, las declaraciones de los organismos internacionales. Y también donde estos valores y derechos teóricos se niegan, formalmente o de hecho. 

La conciencia democrática es adquirida localmente, pero solo tiene fuerza politica si se ejerce con sentido global. La participación ciudadana es una forma de valorar la democracia, interferir directamente sobre las decisiones estructurantes de los gobiernos de cualquier nivel, y es una forma de comprensión del mundo globalizado. El mundo globalizado incide sobre la vida cotidiana – cultural y económica – en los sitios más remotos del mundo. Las  políticas publicas locales de cualquier nivel son siempre un momento de un cierto tipo de globalización. Se trata de desarrollar políticas locales articuladas con instituciones supranacionales, instituciones gubernamentales y no gubernamentales que defienden una globalización de derechos y responsabilidades que no aceptan la fuerza normativa autoritaria de los intereses del capital financiero, lo cual, a través de la deuda sujeta los estados nacionales dependientes a sus intereses. Independientemente del mayor o menor éxito de las politicas globales democráticas el espacio de los gobiernos locales puede y debe promover políticas, en el ámbito de su competencia , fundadas en los valores de la solidaridad, tolerancia y de la búsqueda de la igualdad. 

En esta dialéctica local-global el Estado por una parte ve reducido su monopolio de poder político soberano pero por otra parte es el mediador indispensable en la medida que mantiene la prerrogativa principal de dictar normas, de estructurar las instituciones  y de articular las políticas públicas. Esta Declaración también se dirige a los responsables políticos de los Estados.

1.Derechos humanos y derechos ciudadanos. 

La Carta de los derechos humanos (1948) representó un momento fundamental en el progreso de reconocimiento mundial  de valores con vocación de universalidad. Pero los derechos humanos requieren luego ser integrados en el ordenamiento jurídico, concretarse en políticas públicas, promovidas por instituciones representativas que a su vez deriven del voto y de la participación plena de todos los habitantes del territorio en el que las normas y las políticas se apliquen. Este es nuestro punto de partida, que fue el punto de llegada de la declaración anterior. Todos los que conviven en un territorio deben disfrutar de  los mismos derechos y cumplir idénticos deberes. 

2. Sociedades complejas e innovación política. 

Vivimos en sociedades urbanizadas, más complejas y diversificadas que las sociedades industriales, poco o muy desarrolladas. Es la sociedad de la información, llena de promesas y de contradicciones, de oportunidades y de riesgos. Sociedades de población diversificada, que vive en condiciones muy dispares y expresa demandas muy diferenciadas. Ciudades que con frecuencia son aglomeraciones de municipios, territorios discontinuos, estructurados por flujos  socio-económicos y articulados por núcleos urbanos de talla y calidad desiguales. Pero, que a su vez viven fragmentaciones sociales y culturales que cuestionan la integración indispensable para la gobernabilidad democrática. Una sociedad que ofrece la promesa de mayores grados de libertad, pero que en la práctica excluye a sectores crecientes de su población. En estos territorios es indispensable desarrollar políticas públicas de proximidad que atiendan a la heterogeneidad de poblaciones, lo cual requiere prácticas participativas innovadoras.
La innovación política, la democracia deliberativa, la multiplicación de los mecanismos participativos soy hoy retos ineludibles.

3.De los derechos simples a los derechos complejos. 

A estas sociedades complejas corresponden a su vez derechos complejos, dinámicos y flexibles para adaptarse a la diversidad societal. No es suficiente proclamar el derecho a la vivienda, debemos construir conceptualmente y desarrollar prácticamente el derecho a la ciudad. Y superar el simple derecho a la educación en una etapa inicial de la vida por el derecho a la formación continuada. Y complementar el derecho al trabajo con el derecho a la renta básica o salario ciudadano. Todos deben poseer el derecho a votar y a ser elegidos, junto con los derechos civiles y políticos clásicos de las democracias liberales. Así como los derechos económicos, sociales y culturales que permitan realmente participar en la elaboración y aplicación de las políticas públicas integrales o transversales  de los territorios y de las instituciones de proximidad.

Es significativo cómo en los últimos años organismos internacionales diversos, unos  representativos de los Estados, otros de las autoridades locales y otros de distintas dimensiones de la sociedad civil han elaborado Cartas o declaraciones de derechos. Entre otras se pueden citar:

- la Declaración del primer Foro Mundial de Autoridades Locales junto al primer Foro Social Mundial en Porto Alegre y la Carta de los derechos humanos en la ciudad  promovida por el mismo Foro de  autoridades locales y aprobada en Saint-Denis, Francia. 

- a Recomendación sobre la participación de los ciudadanos en la vida pública local del Consejo de Europa.

- la Carta de los derechos emergentes (elaborada por un conjunto de Institutos de Derechos Humanos y aprobada en el Forum universal de las culturas de Barcelona)

- la Carta del derecho a la ciudad, en proceso de elaboración por parte de un amplio conjunto de organizaciones populares liderado por la Coalición Internacional para el Hábitat y otras redes internacionales.

- así como Cartas o declaraciones de Naciones Unidas u otras que a pesar de su formulación más sectorial revisten un interés general como la Carta de los derechos de los niños. 

Estas Cartas constituyen un patrimonio de gran valor para reformular derechos ciudadanos correspondientes a nuestra época. Pero debe reconocerse también que en muchos casos por el momento su eficacia inmediata es muy limitada.

4.El ámbito local y regional como lugar de innovación política democrática.
La otra cara de la globalización es la revalorización, o en ciertos casos la emergencia, de los territorios y de los entes políticos de proximidad, los de base local (ciudad, municipio) y regional (a veces dotados de identidad nacional). Los factores, además de los históricos y culturales, son modernos. Son los ámbitos definitorios de las sinergias económicas, de la productividad y de la atractividad del territorio. En ellos se plantea la necesidad de promover una identidad diferenciada, por razones de cohesión socio-cultural y para posicionarse en lo global. Y el reclamo de una cuota importante de autogobierno responde tanto al imperativo de proyectarse hacia el exterior como al de dar respuesta adecuada a las demandas de una sociedad compleja. Sin embargo no poseen las instituciones adecuadas para responder a estos desafíos, ni por su organización, ni por sus competencias y recursos. Lo cual conlleva con demasiada frecuencia a por una parte priorizar la “competitividad” de cada zona a cualquier precio y por otra asumir pasivamente la multiplicación de desigualdades y exclusiones debidas a la hegemonía del “todo mercado”.

Las respuestas que exigen estos desafíos requieren una poderosa capacidad de innovación política. Los territorios urbanos y metropolitanos deben reconstruir su arquitectura política-institucional. Y replantear sus instituciones representativas en dos sentidos. Primero un nuevo tipo de relación entre instituciones: más contractuales que jerárquicas, más cooperativas que compartimentadas. Segundo una nueva relación con los ciudadanos: desarrollar y complementar la democracia representativa-electoral mediante los mecanismos propios de la democracia deliberativa, participativa, directa y digital.

Sin embargo, a pesar de múltiples experiencias parciales pero interesantes, percibimos una fuerte resistencia al cambio por parte de unas instituciones cuya representatividad refleja mal la sociedad compleja de su territorio, políticamente y administrativamente fragmentado. Unas instituciones en las que se produce un exceso de ocupación partitocrática, de burocracias que se solapan  y de procesos de decisión y de gestión opacos. La organización administrativa sectorializada, rígidamente compartimentada, la incapacidad de generar transversalidades o coordinaciones efectivas y la distancia respecto a los centros de decisión pueden llegar a crear incomunicación con una gran parte de la sociedad urbana.

La exigencia de participación efectiva de los ciudadanos se enfrenta a las tendencias autistas de las instituciones de gobierno.

5.La participación como condición de gobernabilidad democrática y como esperanza de progreso social.

 La participación es una relación entre instituciones políticas y ciudadanos que supone un proceso mediante el cual se delibera sobre la elaboración y/o la gestión de las políticas públicas. En esta relación, de carácter procesual, las partes se reconocen y se confrontan, expresan según los casos una voluntad simplemente de expresarse e informarse, o de negociar, cooperar o oponerse en función de sus valores o intereses. 

Hoy, en las sociedades urbanas complejas, no es suficiente reducir la participación de la ciudadanía al momento electoral, por mucha centralidad que se le conceda. Ni tampoco entender que la participación es solamente información o consulta (en general “censitaria”, es decir limitada a sectores articulados tradicionalmente con las instituciones). La participación supone la posibilidad de intervenir e influir en las políticas públicas y solo realiza sus potencialidades innovadoras o transformadoras si incluye a todo tipo de sectores sociales, en especial los que sufren algun tipo de exclusión. Si es así es un medio fundamental para optimizar la eficacia de las políticas públicas, para anticipar o prevenir efectos perversos y conflictos paralizantes (o para regularlos por lo menos) y para promover cambios necesarios en las mismas instituciones. No proponemos transferir las decisiones políticas a una forma u otra de la llamada “democracia directa o asamblearia”, pues en último término las decisiones legítimas competen a las instituciones legitimadas por el sufragio universal. Proponemos procesos participativos que permitan construir consensos activos.

6. Remover los obstáculos e innovar en los medios de la participación ciudadana.

El marco político-jurídico en unos casos excluye a una parte de la población: los no residentes en el municipio, los inmigrantes. La exclusión puede ser por omisión: no establecer mecanismos que garanticen una participación efectiva de sectores marginales o vulnerables, o de formas de información y presentación que sean comprensibles y motivantes. La accesibilidad a las instituciones, el funcionamiento transparente de éstas y la utilización de medios adecuados para comunicarse con los ciudadanos, especialmente mediante las actuales tecnología, son condiciones necesarias para que se desarrolle la participación de la sociedad civil y de la ciudadanía.

Percibimos importantes resistencias por parte de responsables políticos y de técnicos o funcionarios en fomentar la participación de los ciudadanos. Con frecuencia su falta de interés resulta de su incapacidad para dar respuestas efectivas o por su falta de preparación para afrontar el diálogo social. O por no querer modificar los procedimientos complicados y oscuros que en la práctica imposibilitan la relación participativa. El resultado es que las energías participativas que se manifiestan en determinados periódos de esperanzas democratizadoras pronto decaen, consolidan únicamente a núcleos reducidos pero estables que se instalan en una relación de escasa operatividad con las administraciones públicas y generan una ciudadanía pasiva susceptible de comportamientos políticos erráticos.

Sin embargo la cultura democrática y la experiencia política local ha acumulado experiencias sobre  los medios para promover la participación. No pretendemos establecer un catálogo pero si proponemos algunos de los instrumentos que han demostrado su viabilidad y utilidad como son:

El reconocimiento y apoyo públicos al tejido asociativo, a las redes ciudadanas, a las plataformas o coordinadoras que nacen en circunstancias específicas. Sin vetos ni temores en el caso de que expresen posiciones conflictivas, al contrario, son las más necesarias.

El facilitar puntos de conexión con las instituciones a todos los ciudadanos individuales, a las familias, a los colectivos informales, bien para recibir sus demandas o críticas, bien para establecer formas de cooperación que concrete la corresponsabilidad ciudadana.

Los planes, programas y proyectos pueden y deben elaborarse mediante procesos participativos como lo demuestran ciertas (no todas) experiencias como el presupuesto participativo, los planes estratégicos,  los consejos ciudadanos, las comisiones ciudadanas de participación en diferentes áreas de la gestión pública, etc.

La creación de espacios de encuentro de la ciudadanía como centros cívicos o socio-culturales de gestión compartida, accesibles y  polivalentes.

El reconocimiento del derechos de iniciativa normativa o de proposición de proyectos o programas a los ciudadanos, la consulta popular, las audiencias públicas  y la aceptación  de asambleas deliberativas.

Especial atención nos merecen aquellos procedimientos participativos que por una parte exigen a los representantes de las instituciones rendir cuentas ante los ciudadanos interesados y los que por otra parte estimulan la presentación de propuestas viables e innovadoras por parte de la ciudadanía.

7. El espacio público como condición de la convivencia y la participación ciudadana. 

Las dinámicas sociales actuales, derivadas de procesos globales y de desigualdades locales, vienen condicionadas por las lógicas del mercado, los miedos derivados de las incertidumbres y de la vulnerabilidad o precariedad (en el empleo, la vivienda, la seguridad ante el riesgo, etc) así como por los modos prepotentes de los poderes políticos y económicos. El resultado es la creciente segregación social, la privatización de los espacios públicos y la construcción de territorios áridos y lacónicos en lo que se refiere a la existencia de relaciones sociales.

Consideramos que merece una especial atención a la consideración de la ciudad como espacio público en su sentido político, simbólico y físico. El espacio público ciudadano no es un residuo entre el viario y los edificios, es el espacio propio de la ciudad, el espacio colectivo, allí donde la sociedad se expresa y se representa, donde se manifiesta la diversidad y la convivencia.

En consecuencia nos pronunciamos en contra de los espacios segmentados, especializados, privatizados de facto. 

Un caso significativo es el de la consideración que casi siempre merecen los niños en el espacio urbano: siempre acompañados y vigilados a los que se reserva algunos espacios cerrados como animales domésticos, a los que se les niegan derechos básicos de libertad, de iniciativa, de independencia. Los niños son una realidad concreta y una metáfora de la condición ciudadana actual. Escuchar su voz puede ser tan justo para ellos como liberador para el conjunto de los ciudadanos.

Reclamamos hoy, en estos vastos territorios urbanizados, la necesidad de ”hacer ciudad”, de crear espacios públicos polivalentes y significantes, de construir ejes y centralidades que articulen y hagan perceptible la ciudad real, de dotar de  visibilidad y accesibilidad a todas las zonas y a todas las poblaciones que la componen, de marcar limites y referentes simbólicos en todo el territorio que permitan a los ciudadanos posicionarse en él.

Frente a esta concepción democrática de la ciudad abierta e inclusiva aparecen hoy tendencias marcadas por la voluntad de exclusión y por el miedo. Primero se criminalizan a colectivos sociales y se exalta la política punitiva en nombre de salvar la convivencia en el espacio público. Segundo se practica la expulsión y relegación de todos aquellos que representan las contradicciones y las exclusiones de nuestras sociedades, los que no se quieren ver para no tener que asumir la faz oscura de nuestra civilización.

El espacio público, su cualidad social y formal, su capacidad integradora, su expresividad para transmitir sentido a la vida ciudadana y su potencialidad para que en él se manifiesten las voluntades colectivas y las libertades individuales es un test para juzgar a la ciudad democrática.

8.Ciudadanía y nacionalidad.
Las sociedades urbanas modernas serán cosmopolitas o no serán. Los procesos migratorios son propios de la globalización como lo es el hecho de que es en el ámbito local que deben gestionarse los procesos de inserción de las nuevas poblaciones y paralelamente respetar y apoyar sus derechos identitarios requiere una condición previa: el reconocimiento de estas poblaciones como ciudadanos, con igualdad de derechos y deberes. En las sociedades urbanas de la globalización no es posible mantener la vinculación excluyente entre nacionalidad y ciudadanía. La ciudadanía residencial, es decir vinculada a la residencial legal en un territorio, es el único futuro posible y deseable.

9.Derechos individuales y colectivos.  

El progreso de la democracia va vinculado a una progresiva autonomía de las personas, del individuo. Por una parte los individuos hoy acumulan una diversidad de relaciones e identidades que les permite en principio desarrollar su autonomía. Sin embargo nuestras sociedades urbanas fragmentan a la vez que integran, excluyen a la vez que reciben a los recién llegados, son exponentes concentrados del cosmopolitismo pero también del comunitarismo. Las instituciones regionales y locales por otra parte pueden estar  tentadas de reforzar su identidad promoviendo sus elementos culturales diferenciales específicos con la pretensión de establecer pautas culturales comunes que aseguren la convivencia y la gobernabilidad. 

Por todo ello parece indispensable establecer unos principios básicos al respecto. Uno: el marco global requiere reforzar tanto la autonomía de las personas como la identidad de los colectivos, estén o no vinculados a un territorio. Dos: los derechos colectivos son dignos de protección pero nunca pueden imponer unas normas de comportamiento que contradigan los derechos humanos básicos ni contradecir las normas legales vigentes en una democracia ni imponer a los individuos comportamientos no queridos por éstos.
10.Protección global a los derechos básicos a nivel local. 
En consonancia con todo lo anterior las instituciones locales y regionales deberán contribuir a garantizar mediante las normas y las políticas públicas correspondientes los derechos básicos de las personas y de los colectivos o comunidades en relación a sus derechos a permanecer y desarrollarse en el lugar elegido, a determinar libremente su proyecto de vida, por lo tanto a permanecer en su lugar o por el contrario a trasladarse y ser aceptado en otros lugares, a tener acceso garantizado y ser atendidos por parte de los organismos o las empresas que prestan servicios de interés general, a la seguridad y a la supervivencia, a la justicia, al reconocimiento en cualquier lugar en que residan a la plenitud de sus derechos ciudadanos. 

En la medida que gran parte de estas normas y políticas dependan de marcos más globales, estatales o supraestatales, las instituciones locales y regionales promoverán las acciones necesarias ante los Estados o los grupos económicos multinacionales  para recabar la adecuación de las legislaciones y de las políticas globales al ejercicio de estos derechos.

Consideramos que las instituciones de proximidad, con independencia de que sean o no competentes, deben asumir la protección y defensa de los derechos  de todos sus ciudadanos 

11.Derechos ciudadanos y grupos vulnerables
Las sociedades urbanizadas, sean de paises más o menos desarrollados, se caracterizan hoy por crecientes desigualdades y segregaciones sociales y culturales. Por lo tanto las políticas públicas y los procedimientos participativos en las mismas requieren una diversidad de acciones positivas. Las políticas orientadas por objetivos específicos y  acciones positivas destinadas a colectivos vulnerables o que sufren deficits democráticos concretos son muy diversas. Por su importancia general debemos citar:

a)Las políticas de democracia paritaria, especialmente las de género, pero también respecto a todos los colectivos que sufran discriminación política, civil, económica o cultural.

b)Las políticas destinadas  a dos grupos de edad que sufren hoy discriminaciones sociales y territoriales en las sociedades urbanas: los niños y la tercera edad. Las regiones urbanizadas no están diseñadas para ellos.

c)Los inmigrantes que parten de unos deficits jurídicos y culturales y que sin un reconocimiento formal de sus derechos pero también sin una valorización social y cultural de sus identidades y habilidades no adquirirán el status real de ciudadanía. 

d)Las minorías sociales, culturales o de orientación sexual, así como los que sufren de una merma en sus capacidades, aquéllos que por razones históricas, culturales o sociales, a veces incluso jurídicas, no son aceptados o considerados como ciudadanos con los mismos derechos y posibilidades.

e)Los excluidos de la economía formal y de la ciudad legal, los que viven en el círculo vicioso de la marginación.

Todos estos colectivos requieren no solamente políticas y normas que permitan desarrollar acciones positivas en su favor. También precisan mecanismos participativos adecuados y específicos que les permitan hacerse ver y oír, expresar sus demandas y desarrollar su capacidad de presión y de negociación.

12. Desarrollo democrático, buen gobierno y participación ciudadana: el derecho a la ciudad y los derechos ciudadanos.
Los territorios de la cotidianidad son unos, los de la organización política otros, los de los procesos sociales y económicos otros distintos. Es decir para los individuos su territorio es un barrio, unos trayectos, unos puntos determinados en el territorio. Las instituciones se organizan en territorios definidos en pasados a veces remotos y casi nunca adecuados a los requerimientos del presente. Los procesos sociales y económicos configuran hoy espacios de geometría variable, que pueden desbordar los marcos municipales y regionales. En esta complejidad debe construirse una gobernabilidad democrática. Para que sea posible apuntamos algunos principios que nos parecen básicos:

a)El reconocimiento de las áreas básicas de cotidianidad como ámbitos de expresión de demandas colectivas y de comunicación entre instituciones y ciudadanía.

b)La organización política del territorio que garantice la correspondencia con los ámbitos de gestión y decisión reales. Lo cual significa casi siempre que las ciudades metropolitanas se doten de formas de gobierno representativo y descentralizado a la vez y que las entidades regionales garanticen las políticas reequilibradoras del territorio y reductoras de las desigualdades sociales.

c)El reconocimiento de un conjunto de derechos que configuran lo que se ha llamado el “derecho a la ciudad” que incluye la vivienda y los servicios básicos pero también equipamientos de ciudad, así como la identidad del  lugar, el espacio público, la monumentalidad o imagen simbólica que vincula la memoria colectiva con el sentido de futuro, la movilidad, la accesibilidad, la centralidad y la visibilidad.

d)Los derechos ciudadanos que les permiten ser libres e iguales: la igualdad político-jurídica, el reconocimiento de sus derechos individuales y de su identidad colectiva (cultural, religiosa, etc), el derecho a la formación continuada y a la renta básica, la socialización de las tecnologías de información y comunicación, la protección por parte de los poderes locales o regionales ante los poderes políticos de rango superior y ante las empresas prestadoras de servicios de interés general, el derecho a la justicia local y a la seguridad, el derechos a la privacidad y a la elección de vínculos personales. Todos estos derechos implican deberes, el principal  y más genérico es de la solidaridad y el del respeto a los derechos del otro.

e)Los derechos a la participación en la gestión política local no pueden ser considerados como una concesión de los poderes públicos que se consideran los únicos poderes legitimados a representar los intereses de la ciudadanía. Por el contrario su reconocimiento se deriva tanto de las condiciones del buen gobierno como de la garantía que las necesidades, las demandas, los intereses y las aspiraciones de la ciudadanía serán tenidas en cuenta. Por lo tanto no hay políticas públicas democráticas sin la implantación y desarrollo de mecanismos de información y comunicación, de participación en los procesos deliberativos que conducen a la elaboración de normas, planes y programas públicos,  de formas asociadas a la gestión o seguimiento de proyectos y programas y  de sistemas transparentes de decisión, gestión y evaluación de las políticas públicas, así como de medios para recurrir ante los poderes judiciales si no se cumplen estos requerimientos.

A modo de conclusión

En este período de cambio histórico que vivimos actualmente no podemos percibir con claridad ni todos los riesgos ni todas las oportunidades, pero si que sabemos que nuestro presente y nuestro futuro se juega en gran parte en las ciudades, en los territorios urbanizados, allí donde se concentran las grandes mayorías de población, los centros de poder y los motores del crecimiento económico. Pero también donde se expresan las grandes desigualdades, las exclusiones y los riesgos derivados de modos de desarrollo que tienden al colapso. Para gestionar un presente vivible, para evitar procesos catastróficos hoy y mañana, para contribuir a un futuro esperanzador son necesarias todas las fuerzas de vida de nuestras sociedades. 

Por todo ello llamamos a los poderes públicos y a la sociedad civil para que impulsen y promuevan, cada uno desde sus diferentes responsabilidades:

A promover  la  participación y la integración de la ciudadanía;

A dar apoyo a las iniciativas ciudadanas que expresan las potencialidades de nuestras sociedades urbanas;

Y contribuir  al ejercicio pleno de los derechos de todos los ciudadanos.

 Es una cuestión de justicia, pero también una condición de interés vital para la supervivencia y el progreso de toda la humanidad.

Ciudad de San Cristóbal de La Laguna, 10 de marzo de 2006
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